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DERECHO CIVIL  
 OFICINA JUDICIAL Y ESTATUTO DE LOS  
LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

 

Boletín Oficial del Estado de 8 de marzo de 2024 

 
TEMA 1. EL CÓDIGO CIVIL: ESTRUCTURA; CONTENIDO Y CRÍTICA. LEYES POSTERIORES MODIFICATIVAS. 
LEGISLACIÓN CIVIL ESPECIAL. LOS DERECHOS CIVILES PROPIOS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS. 
COMPETENCIAS DEL ESTADO Y DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS EN MATERIA DE DERECHO CIVIL. DERECHO 
SUPLETORIO.  

TEMA 2. LA NORMA JURÍDICA. ESTRUCTURA Y CARACTERES. CLASES DE NORMAS JURÍDICAS. EFECTOS 
ESENCIALES DE LAS NORMAS. INEXCUSABILIDAD DE SU CUMPLIMIENTO Y ERROR DE DERECHO. EXCLUSIÓN 
VOLUNTARIA DE LA LEY. ACTOS CONTRARIOS A NORMA IMPERATIVA Y PROHIBITIVA. EL FRAUDE DE LEY: 
REQUISITOS Y EFECTOS.  

TEMA 3. LÍMITES TEMPORALES A LA EFICACIA DE LAS NORMAS: COMIENZO Y FIN DE LA VIGENCIA. EL PRINCIPIO DE 
IRRETROACTIVIDAD. LAS FUENTES DEL DERECHO. LA COSTUMBRE. LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO. LA 
JURISPRUDENCIA.  

TEMA 4. LA PERSONA Y LA PERSONALIDAD. COMIENZO DE LA PERSONALIDAD INDIVIDUAL. EL CONCEBIDO. 
EXTINCIÓN DE LA PERSONALIDAD INDIVIDUAL. EL PROBLEMA DE LA PREMORIENCIA.  

TEMA 5. LAS PERSONAS JURÍDICAS: CONCEPTO, NATURALEZA Y CLASES. ASOCIACIONES Y FUNDACIONES. 
CAPACIDAD. NACIONALIDAD, VECINDAD Y DOMICILIO DE LAS PERSONAS JURÍDICAS. EXTINCIÓN.  

TEMA 6. CAPACIDAD JURÍDICA Y CAPACIDAD DE OBRAR. EL ESTADO CIVIL DE LA PERSONA. EL TÍTULO DE ESTADO 
CIVIL Y SU PRUEBA. LA EDAD: LA MAYORÍA DE EDAD, CAPACIDAD DE LOS MENORES DE EDAD. LA EMANCIPACIÓN Y 
LA HABILITACIÓN DE EDAD.  

TEMA 7. LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LA CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. MEDIDAS DE APOYO PARA EL EJERCICIO DE LA CAPACIDAD JURÍDICA: ASPECTOS 
SUSTANTIVOS. PROTECCIÓN PATRIMONIAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. CAPACIDAD DEL CONCURSADO.  

TEMA 8. LA NACIONALIDAD: CONCEPTO Y NATURALEZA. ADQUISICIÓN, CONSERVACIÓN, PÉRDIDA Y RECUPERACIÓN 
DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA. LA DOBLE NACIONALIDAD. PRUEBA DE LA NACIONALIDAD. LA VECINDAD CIVIL.  

TEMA 9. EL DOMICILIO DE LAS PERSONAS NATURALES. LA AUSENCIA. EL DEFENSOR DEL DESAPARECIDO. LA 
DECLARACIÓN DE AUSENCIA Y SUS EFECTOS. LA DECLARACIÓN DE FALLECIMIENTO: REQUISITOS Y EFECTOS. 

 TEMA 10. INFLUENCIA DEL TIEMPO EN EL DERECHO. CÓMPUTO DEL TIEMPO. LA PRESCRIPCIÓN: CONCEPTO Y 
CLASES. EXAMEN DE LA PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA. LA CADUCIDAD.  

TEMA 11. HECHO, ACTO Y NEGOCIO JURÍDICO. ELEMENTOS ESENCIALES DEL NEGOCIO JURÍDICO. SUS CLASES. 
NEGOCIOS SIMULADOS, FIDUCIARIOS Y FRAUDULENTOS. REPRESENTACIÓN LEGAL Y REPRESENTACIÓN 
VOLUNTARIA. LA RATIFICACIÓN. 

 TEMA 12. LAS OBLIGACIONES: DISPOSICIONES GENERALES EN EL CÓDIGO CIVIL. NATURALEZA Y EFECTO DE LAS 
OBLIGACIONES. BREVE REFERENCIA A LAS OBLIGACIONES CONTRACTUALES EN DERECHO INTERNACIONAL 
PRIVADO: EL REGLAMENTO (CE) 593/2008 (ROMA I).  

TEMA 13. CLASES DE OBLIGACIONES: PURAS, CONDICIONALES Y A PLAZO; OBLIGACIONES ALTERNATIVAS; 
MANCOMUNADAS Y SOLIDARIAS; DIVISIBLES E INDIVISIBLES. OBLIGACIONES CON CLÁUSULA PENAL.  

TEMA 14. CAUSAS DE EXTINCIÓN DE LAS OBLIGACIONES. EL PAGO. FORMAS ESPECIALES DE PAGO: IMPUTACIÓN DE 
PAGOS; PAGO POR CESIÓN DE BIENES Y CONSIGNACIÓN. LA PÉRDIDA DE LA COSA DEBIDA. CONDONACIÓN DE LA 
DEUDA. CONFUSIÓN DE DERECHOS. COMPENSACIÓN. NOVACIÓN. ASUNCIÓN DE LA DEUDA.  

TEMA 15. INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN IMPUTABLE AL DEUDOR. EL DOLO Y LA CULPA. EL INCUMPLIMIENTO 
NO IMPUTABLE AL DEUDOR: CASO FORTUITO Y FUERZA MAYOR. LA MORA DEL DEUDOR. LA MORA DEL ACREEDOR. 
EL INCUMPLIMIENTO FORZOSO DE FORMA ESPECÍFICA. EL RESARCIMIENTO DE DAÑOS Y PERJUICIOS. 

 TEMA 16. EL CONTRATO: DISPOSICIONES GENERALES EN EL CÓDIGO CIVIL. REQUISITOS ESENCIALES PARA LA 
VALIDEZ DE LOS CONTRATOS: CONSENTIMIENTO, OBJETO Y CAUSA. EFICACIA DE LOS CONTRATOS. 
INTERPRETACIÓN DE LOS CONTRATOS. RESCISIÓN Y NULIDAD DE LOS CONTRATOS. REGULACIÓN EN MATERIA DE 
PROTECCIÓN DE CONSUMIDORES Y USUARIOS.  

TEMA 17. EL CONTRATO DE COMPRAVENTA. LA TRANSMISIÓN DEL DOMINIO Y EL PACTO DE RESERVA DEL DOMINIO. 
ELEMENTOS DEL CONTRATO. PROHIBICIONES. LA VENTA DE COSA AJENA. PERFECCIÓN DEL CONTRATO.  

TEMA 18. OBLIGACIONES DEL VENDEDOR. TEORÍA DE LOS RIESGOS. ENTREGA DE LA COSA VENDIDA. SANEAMIENTO 
Y EVICCIÓN. OBLIGACIONES DEL COMPRADOR. PAGO DEL PRECIO Y DE INTERESES. GARANTÍAS EN CASO DE 
APLAZAMIENTO.  

TEMA 19. EL RETRACTO CONVENCIONAL. RETRACTO LEGAL. LA TRANSMISIÓN DE CRÉDITOS. EL CONTRATO DE 
PERMUTA. EL CONTRATO DE CESIÓN.  

TEMA 20. LA DONACIÓN: NATURALEZA. CLASES. ELEMENTOS PERSONALES, REALES Y FORMALES. PERFECCIÓN DEL 
CONTRATO. EFECTOS. REVOCACIÓN Y REDUCCIÓN DE DONACIONES.  

TEMA 21. EL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO: CONCEPTO, CARACTERES Y CLASES. LEY DE ARRENDAMIENTOS 
URBANOS: ÁMBITO DE LA MISMA. DE LOS ARRENDAMIENTOS DE VIVIENDA: NORMAS GENERALES. DURACIÓN Y 
DESISTIMIENTO DEL CONTRATO. LA RENTA.  

 

 



TEMA 22. DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PARTES: CONSERVACIÓN DE LA VIVIENDA; OBRAS DE MEJORA; 
OBRAS DEL ARRENDATARIO. DERECHO DE ADQUISICIÓN PREFERENTE. SUSPENSIÓN, RESOLUCIÓN Y EXTINCIÓN 
DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE VIVIENDA. DE LOS ARRENDAMIENTOS PARA USOS DISTINTOS DEL DE 
VIVIENDA. DISPOSICIONES COMUNES A LOS ARRENDAMIENTOS DE VIVIENDA Y PARA USOS DISTINTOS DEL DE 
VIVIENDA: FIANZA Y FORMALIZACIÓN DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO.  

TEMA 23. ARRENDAMIENTOS RÚSTICOS: LEY DE ARRENDAMIENTOS RÚSTICOS. DISPOSICIONES GENERALES. 
PARTES CONTRATANTES. FORMA. DURACIÓN DEL ARRENDAMIENTO. RENTA. TERMINACIÓN DEL ARRENDAMIENTO. 
APARCERÍA.  

TEMA 24. CONTRATO DE SOCIEDAD: DISPOSICIONES GENERALES: CONCEPTO, OBJETO, FORMA DE CONSTITUCIÓN Y 
CLASES. DE LAS OBLIGACIONES DE LOS SOCIOS. DE LOS MODOS DE EXTINGUIRSE LA SOCIEDAD. CONTRATO DE 
MANDATO: NATURALEZA, FORMA Y ESPECIES DE MANDATO. DE LAS OBLIGACIONES DEL MANDATARIO Y DEL 
MANDANTE. MODOS DE ACABAR EL MANDATO. 

TEMA 25. CONTRATO DE PRÉSTAMO: CONCEPTO Y ESPECIES. EL COMODATO: NATURALEZA Y OBLIGACIONES DE 
LAS PARTES. EL MUTUO O SIMPLE PRÉSTAMO. EL CONTRATO DE DEPÓSITO: NATURALEZA Y ESENCIA DEL 
CONTRATO. DEL DEPÓSITO VOLUNTARIO. DEL DEPÓSITO NECESARIO.  

TEMA 26. EL CONTRATO DE FIANZA: NATURALEZA Y EXTENSIÓN DE LA FIANZA. CLASES. DE LOS EFECTOS DE LA 
FIANZA. EXTINCIÓN DE LA FIANZA. CONTRATOS ALEATORIOS: LA RENTA VITALICIA. LA TRANSACCIÓN.  

TEMA 27. DE LAS OBLIGACIONES QUE SE CONTRAEN SIN CONVENIO: LOS CUASI CONTRATOS. LAS OBLIGACIONES 
QUE NACEN DE CULPA O NEGLIGENCIA. EL DAÑO INDEMNIZABLE. DAÑO EMERGENTE Y LUCRO CESANTE. EL DAÑO 
MORAL.  

TEMA 28. LA RELACIÓN CAUSAL EN LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL. LA CULPA. LA INVERSIÓN DE LA 
CARGA DE LA PRUEBA SOBRE LA CULPA. LA CONCURRENCIA DE CULPAS. EL CASO FORTUITO. LOS SUPUESTOS DE 
RESPONSABILIDAD OBJETIVA. EXAMEN PARTICULAR DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL EN LA CIRCULACIÓN DE 
VEHÍCULOS A MOTOR. LA RESPONSABILIDAD CIVIL POR PRODUCTOS DEFECTUOSOS. LAS OBLIGACIONES 
EXTRACONTRACTUALES EN DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO: BREVE REFERENCIA AL REGLAMENTO (CE) 
864/2007 (ROMA II). 

 

 



DERECHO CIVIL 
TEMA 8 

  

 
 

LA NACIONALIDAD: CONCEPTO Y NATURALEZA. ADQUISICIÓN, CONSERVACIÓN, 
PÉRDIDA Y RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA. LA DOBLE 

NACIONALIDAD. PRUEBA DE LA NACIONALIDAD. LA VECINDAD CIVIL. 



LA NACIONALIDAD: CONCEPTO Y NATURALEZA 

• Al estudiar la nacionalidad, siguiendo a De Castro, podemos comenzar definiéndola como 
aquella cualidad que infunde a la persona el hecho de pertenecer a una comunidad nacional 
organizada en forma de Estado. 

• En relación con ella, el 11 de la Constitución dispone las siguientes reglas:  

1º. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo 
establecido por la ley. 

2º. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 

3º. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos 
o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En 
estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho 
recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen. 

• En cuanto a su naturaleza jurídica, distinguimos dos aspectos: 

o Por un lado, la nacionalidad es un estado civil que comporta la condición de español o 
extranjero y que determina la ley aplicable a la capacidad de obrar. En efecto, el art. 9.1 
del Código Civil dispone que la ley personal correspondiente a las personas físicas es la 
determinada por su nacionalidad. Dicha ley regirá la capacidad y el estado civil, los 
derechos y deberes de familia y la sucesión por causa de muerte. 

o Por otro lado, la nacionalidad determina los derechos políticos de la persona. En efecto, 
el art. 13.2 de la Constitución dispone que solamente los españoles serán titulares de los 
derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de 
reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y 
pasivo en las elecciones municipales.  

 

ADQUISICIÓN  

 

• En cuanto a la adquisición de la nacionalidad española, distinguimos entre adquisición originaria 
o derivativa en función de que se produzca en el momento del nacimiento o como consecuencia 
de un cambio de nacionalidad.  

• Por otro lado, la reforma del Código Civil introducida por la Ley 18/1990 introdujo la adquisición 
por usucapión o posesión de estado en los términos que expondremos más adelante. 

  

ADQUISICIÓN ORIGINARIA 

 

• En cuanto a la adquisición originaria, ésta puede regirse por los criterios de ius sanguinis o ius 
soli según venga determinada por la filiación o por el lugar de nacimiento. 

• En cuanto a la adquisición por filiación, el art. 17.1 dispone que son españoles de origen los 
nacidos de padre o madre españoles. 

o En este sentido, la adquisición de la nacionalidad por esta vía opera de forma automática 
con independencia de que se origine por vía paterna o materna; del carácter matrimonial 
o extramatrimonial de la filiación y de si la ley del lugar del nacimiento o la ley personal 
del otro progenitor atribuyen al hijo otra nacionalidad. 

o Finalmente, la adquisición opera también en el caso del hijo de padre o madre españoles 
al tiempo de la concepción que hayan perdido la nacionalidad española al tiempo del 
nacimiento conforme al art. 29 que dispone que el nacimiento determina la personalidad; 
pero el concebido se tiene por nacido para todos los efectos que le sean favorables, 
siempre que nazca con las condiciones que expresa el artículo siguiente. 
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• En cuanto a la adquisición por nacimiento, el art. 17.1 dispone que son españoles de origen:  

1º. Los nacidos en España de padres extranjeros, si, al menos, uno de ellos hubiera nacido 
también en España. Se exceptúan los hijos de funcionario diplomático o consular 
acreditado en España. 

2º. Los nacidos en España de padres extranjeros si ambos carecieran de nacionalidad o si 
la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad. 

3º. Los nacidos en España cuya filiación no resulte determinada. A estos efectos, se 
presumen nacidos en territorio español los menores de edad cuyo primer lugar conocido 
de estancia sea territorio español. 

• En relación con esta norma, conviene señalar la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de mayo 
de 2020 que declaró que el Sahara Occidental no debe considerarse territorio español a efectos 
de la adquisición de la nacionalidad de origen por parte de los nacidos en ese territorio durante el 
periodo en que fue colonia española. 

 

ADQUISICIÓN DERIVATIVA 

 

• En cuanto a la adquisición derivativa, distinguiremos cuatro modalidades de adquisición. 

• En cuanto a la adquisición por adopción, el art. 19.1 dispone que el extranjero menor de 
dieciocho años adoptado por un español adquiere, desde la adopción, la nacionalidad española 
de origen.  

• Por otra parte, el apartado 3º dispone que si el menor adoptado mantiene su nacionalidad de 
acuerdo con el sistema jurídico del país de origen, ésta será reconocida también en España. 

• En cuanto a la adquisición por opción, el art. 20 dispone que tienen derecho a optar por la 
nacionalidad española:  

1º. Las personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad de un español. 

2º. Aquellas cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España. 

3º. Las que se hallen comprendidas en el segundo apartado de los artículos 17 y 19.  

• En este sentido, este último apartado contempla dos situaciones: 

o Por un lado, el art. 17.2 se refiere a las personas cuya filiación o nacimiento en España 
se determine después de la edad de dieciocho años y que tendrán derecho a optar por la 
nacionalidad española de origen en el plazo de dos años desde aquella determinación.  

o Por otro lado, el art. 19.2 se refiere a los mayores de dieciocho años adoptados por un 
español y que tendrán derecho a optar por la nacionalidad española de origen en el plazo 
de dos años desde la constitución de la adopción.  

• Por otro lado, la declaración de opción se formulará por las siguientes personas:  

o Primero, el representante legal del interesado menor de catorce años. No obstante, en 
caso de discrepancia entre sus representantes legales, se tramitará el expediente de 
jurisdicción voluntaria previsto al efecto.  

o Segundo, el interesado asistido de su representante legal si es mayor de catorce años. 

o Tercero, el interesado por sí sólo si es mayor de dieciocho años o está emancipado. No 
obstante, la opción caducará a la edad de veinte años a menos que el optante no esté 
emancipado según su ley personal al llegar a los dieciocho años en cuyo caso el plazo 
para optar se prolongará hasta que transcurran dos años desde la emancipación. 

o Cuarto, el interesado con discapacidad con los apoyos y ajustes de procedimiento que 
precise.  

o Por último, el interesado por sí solo dentro de los dos años siguientes a la extinción de 
las medidas de apoyo que le hubieran impedido ejercitar la opción anteriormente.  



• Finalmente, se establece que el derecho a optar por la nacionalidad española de aquéllos cuyo 
padre o madre fue originariamente español y nacido en España no está sujeto a límite de edad. 

• En cuanto a la adquisición por carta de naturaleza, el art. 21.1 dispone que la nacionalidad 
española se adquiere por carta de naturaleza, otorgada discrecionalmente mediante Real 
Decreto, cuando en el interesado concurran circunstancias excepcionales.  

o En este sentido, la Ley 12/2015 estableció un cauce específico para la adquisición de la 
nacionalidad española por carta de naturaleza por parte de los sefardíes originarios de 
España que acreditaran esta condición y una especial vinculación con España aunque 
no tuvieran residencia legal en el país.  

o Del mismo modo, se estableció un procedimiento de acreditación de estos requisitos si 
bien el plazo para su iniciación finalizó el 1 de octubre de 2019.  

• En cuanto a la adquisición por residencia, el art. 21.2 dispone que la nacionalidad española 
también se adquiere por residencia en España, en las condiciones que señala el artículo 
siguiente y mediante la concesión otorgada por el Ministro de Justicia, que podrá denegarla por 
motivos razonados de orden público o interés nacional.   

• Por otro lado, la solicitud podrán formularla las siguientes personas:  

o Primero, el interesado mayor de dieciocho años o emancipado.  

o Segundo, el mayor de catorce años con asistencia de su representante legal. 

o Tercero, el representante legal del menor de catorce años. No obstante, en caso de 
discrepancia entre sus representantes legales, se tramitará el expediente de jurisdicción 
voluntaria previsto al efecto 

o Cuarto, el interesado con discapacidad con los apoyos y ajustes de procedimiento que 
precise.  

• Finalmente, se establece que las concesiones de la nacionalidad por carta de naturaleza o por 
residencia caducarán a los ciento ochenta días de su notificación si el interesado no comparece 
en este plazo ante funcionario competente para cumplir los requisitos del art. 23.  

 

REQUISITOS DE LA ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD POR RESIDENCIA 

 

• En cuanto a los requisitos de la adquisición de la nacionalidad española por residencia, el art. 22 
establece un plazo general de diez años; un plazo de cinco años para los que hayan obtenido la 
condición de refugiado y un plazo de dos años para los nacionales de origen de los países 
iberoamericanos o de Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial o Portugal o de sefardíes.  

• Por otro lado, se establece un plazo de un año para las siguientes personas: 

o Primero, el que haya nacido en territorio español. 

o Segundo, el que no haya ejercitado oportunamente la facultad de optar. 

o Tercero, el que haya estado legalmente sujeto a la tutela, curatela con facultades de 
representación plena, guarda o acogimiento de un ciudadano o institución españoles 
durante dos años consecutivos, incluso si continuare en esta situación en el momento de 
la solicitud. 

o Cuarto,  el que llevare un año casado con español o española al tiempo de la solicitud y 
no estuviere separado legalmente o de hecho. En este sentido, se entenderá que reside 
legalmente en España el cónyuge que conviva con funcionario diplomático o consular 
español acreditado en el extranjero.  

o Quinto, el viudo o viuda de español o española si al tiempo de la muerte no estuviere 
separado legalmente o de hecho. 

o Por último, el nacido fuera de España de padre, madre, abuelo o abuela que hubieran 
sido originariamente españoles. 
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• Finalmente, el art. 22 establece tres reglas adicionales sobre la adquisición por residencia: 

o Primer, la residencia debe ser legal, continuada e inmediatamente anterior a la petición. 

o Segundo, el interesado debe justificar en el expediente buena conducta cívica y un grado 
suficiente de integración en la sociedad española. 

o Tercero, la concesión o denegación de la nacionalidad por residencia dejará a salvo la 
vía judicial contencioso-administrativa.  

 

REQUISITOS COMUNES 

 

• En cuanto a los requisitos comunes de la adquisición de la nacionalidad española por opción, 
carta de naturaleza o residencia, el art. 23 establece los siguientes: 

o Primero, que el interesado jure o prometa fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución 
y a las leyes siempre que sea mayor de catorce años y capaz de prestar una declaración. 

o Segundo, que renuncie a su anterior nacionalidad salvo que se trate de nacionales de 
los países mencionados anteriormente o de sefardíes. 

o Por último, que la adquisición se inscriba en el Registro Civil español. 

 

ADQUISICIÓN POR POSESIÓN DE ESTADO 

 

• En cuanto a la adquisición de la nacionalidad por posesión de estado, el art. 18 dispone que la 
posesión y utilización continuada de la nacionalidad española durante diez años, con buena fe y 
basada en un título inscrito en el Registro Civil, es causa de consolidación de la nacionalidad, 
aunque se anule el título que la originó. 

• En relación con este precepto, siguiendo a Díez Picazo, hay que señalar que no se trata 
propiamente de una nueva forma de adquisición de la nacionalidad sino de una limitación de los 
efectos retroactivos de la declaración de nulidad del título de atribución como cuando se 
compruebe que no concurrían los requisitos de adquisición de la nacionalidad por filiación o por 
nacimiento. 

 

CONSERVACIÓN Y PÉRDIDA  

 

• Pasando a ocuparnos de la conservación y pérdida de la nacionalidad española, el Código Civil 
contempla cuatro causas de pérdida y dos supuestos de conservación de la nacionalidad. 

• En cuanto a la pérdida por adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el art. 24.1 dispone 
que pierden la nacionalidad española los emancipados que, residiendo habitualmente en el 
extranjero, adquieran voluntariamente otra nacionalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad 
extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación.  

o Por otro lado, la pérdida se producirá una vez trascurridos tres años desde la adquisición 
de la nacionalidad extranjera o desde la emancipación y no se producirá en ningún caso 
por la adquisición de la nacionalidad de los países iberoamericanos o Andorra, Filipinas, 
Guinea Ecuatorial o Portugal.  

o Finalmente, el mismo precepto contempla un caso de conservación de la nacionalidad 
española al disponer que los interesados podrán evitar la pérdida si declaran su voluntad 
al Encargado del Registro Civil dentro del plazo citado.  

• En cuanto a la pérdida por renuncia expresa, el art. 24.2 dispone que en todo caso, pierden la 
nacionalidad española los españoles emancipados que renuncien expresamente a ella, si tienen 
otra nacionalidad y residen habitualmente en el extranjero. 



• En cuanto a la pérdida por la segunda generación de españoles nacidos en el extranjero, el 
art. 24.3 dispone que los que habiendo nacido y residiendo en el extranjero ostenten la 
nacionalidad española por ser hijos de padre o madre españoles, también nacidos en el 
extranjero, cuando las leyes del país donde residan les atribuyan la nacionalidad del mismo, 
perderán, en todo caso, la nacionalidad española si no declaran su voluntad de conservarla ante 
el encargado del Registro Civil en el plazo de tres años, a contar desde su mayoría de edad o 
emancipación. 

• Finalmente, se establece que la pérdida de la nacionalidad en los tres supuestos del art. 24 no 
se producirá si España se hallare en guerra. 

• En cuanto a la pérdida como sanción, el art. 25.1 dispone que los españoles que no lo sean 
de origen perderán la nacionalidad:  

1º. Cuando durante un período de tres años utilicen exclusivamente la nacionalidad a la que 
hubieran declarado renunciar al adquirir la nacionalidad española. 

2º. Cuando entren voluntariamente al servicio de las armas o ejerzan cargo político en un 
Estado extranjero contra la prohibición expresa del Gobierno.   

 

NULIDAD DE LA ADQUISICIÓN DE LA NACIONALIDAD 

 

• En cuanto a la nulidad de la adquisición de la nacionalidad, ésta se producirá siempre que no 
concurran los requisitos legalmente previstos o que el título de atribución sea nulo.  

• Por su parte, el art. 25.2 contempla un supuesto especial al disponer que la sentencia firme que 
declare que el interesado ha incurrido en falsedad, ocultación o fraude en la adquisición de la 
nacionalidad española produce la nulidad de tal adquisición, si bien no se derivarán de ella 
efectos perjudiciales para terceros de buena fe. La acción de nulidad deberá ejercitarse por el 
Ministerio Fiscal de oficio o en virtud de denuncia, dentro del plazo de quince años. 

 

RECUPERACIÓN  

 

• Pasando a ocuparnos de la recuperación de la nacionalidad española, el art. 26 dispone que los 
que hayan perdido la nacionalidad española podrán recuperarla con los siguientes requisitos: 

o Primero, ser residente legal en España. No obstante, este requisito no se aplicará a los 
emigrantes o los hijos de emigrantes y podrá ser dispensado en los demás casos por el 
Ministro de Justicia cuando concurran circunstancias excepcionales. 

o Segundo, declarar la voluntad de recuperar la nacionalidad española ante el Encargado 
del Registro Civil. 

o Tercero, inscribir la recuperación en el Registro Civil. 

• Finalmente, se establece que no podrán recuperar o adquirir la nacionalidad española sin previa 
habilitación concedida discrecionalmente por el Gobierno quienes se hallen en cualquiera de los 
supuestos del art. 25.  

  

DOBLE NACIONALIDAD 

 

• Pasando a ocuparnos de la doble nacionalidad, ya hemos señalado el art. 11 de la Constitución 
que dispone que el Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países 
iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con 
España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho 
recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen. 
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• Por otro lado, siguiendo a Lacruz, hay que señalar que el art. 24 del Código Civil contempla 
implícitamente varios supuestos de doble nacionalidad sin necesidad de tratado internacional 
como son los siguientes:  

o Primero, el español que resida habitualmente en España y adquiera voluntariamente otra 
nacionalidad. 

o Segundo, el español que resida habitualmente en el extranjero y tenga otra nacionalidad 
desde antes de la emancipación pero, una vez emancipado, no renuncie expresamente 
a la nacionalidad española o no utilice expresamente la nacionalidad extranjera.  

o Tercero, el español de origen que adquiera la nacionalidad de países iberoamericanos, 
Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial o Portugal. 

 

PRUEBA DE LA NACIONALIDAD  

 

• Pasando a ocuparnos de la prueba de la nacionalidad, hay que señalar que la prueba del estado 
civil se realiza ordinariamente por la inscripción en el Registro Civil y la posesión de estado.  

o No obstante, el art. 69 de la Ley del Registro Civil de 2011 dispone que sin perjuicio de lo 
dispuesto en el Código Civil y en tanto no conste la extranjería de los padres, se 
presumen españoles los nacidos en territorio español de padres también nacidos en 
España. La misma presunción rige para la vecindad. 

o Por otro lado, el art. 92 contempla la posibilidad de obtener una declaración con valor de 
simple presunción sobre la nacionalidad, vecindad o cualquier estado civil en el caso de 
que no conste en el Registro Civil.  

 

LA VECINDAD CIVIL 

 

• Pasando a ocuparnos de la vecindad civil, siguiendo a Castán, podemos definirla como aquel 
vínculo de dependencia regional que determina la sumisión a una u otra de las legislaciones 
civiles vigentes en España.  

• En este sentido, el art. 14.1 del Código Civil dispone que la sujeción al derecho civil común o al 
especial o foral se determina por la vecindad civil. 

• En cuanto a la adquisición por filiación, el art. 14 dispone que los hijos siguen la vecindad civil 
de los padres y el adoptado no emancipado, la vecindad civil de los adoptantes. 

o No obstante, si los padres tienen vecindades civiles distintas al tiempo del nacimiento o 
la adopción, el hijo tendrá la de aquel respecto al que se haya determinado primero la 
filiación; en su defecto, la del lugar de nacimiento y, por último, la de Derecho común. 

o Finalmente, se establece que la privación o suspensión del ejercicio de la patria potestad 
o el cambio de vecindad de los padres no afectarán a la vecindad civil de los hijos.  

• En cuanto a la adquisición por atribución de los padres, el art. 14 dispone que los padres o 
aquél de ellos que ejerza la patria potestad podrán atribuir al hijo la vecindad civil de cualquiera 
de ellos en los seis meses siguientes al nacimiento o la adopción.  

• En cuanto a la adquisición por opción, el art. 14 la contempla en dos supuestos: 

o Por un lado, el hijo podrá optar por la vecindad civil de su lugar de nacimiento o por la de 
cualquiera de sus padres desde que cumpla la edad de catorce años y hasta pasado un 
año desde su emancipación. Sin embargo, si el hijo no estuviera emancipado, necesitará 
la asistencia de su representante legal para ejercitar la opción. 

o Por otro lado, se establece que el matrimonio no altera la vecindad civil pero cualquiera 
de los cónyuges no separado legalmente o de hecho podrá optar en todo momento por 
la vecindad civil del otro. 



• En cuanto a la adquisición por residencia, el art. 14 dispone que la vecindad civil se adquiere 
por residencia continuada durante dos años siempre que el interesado manifieste su voluntad o 
bien por residencia continuada durante diez años sin declaración en contrario en ese plazo.  

• Por otro lado, estas dos declaraciones se harán constar en el Registro Civil y no necesitarán ser 
reiteradas. 

• En cuanto a la adquisición por adquisición de la nacionalidad española, el art. 15 dispone 
que el extranjero que adquiera la nacionalidad española deberá optar al tiempo de inscribir la 
adquisición por la vecindad civil del lugar de residencia, la del lugar de nacimiento, la última 
vecindad de cualquiera de sus progenitores o adoptantes o la del cónyuge. 

o Por su parte, el extranjero que adquiera la nacionalidad española por carta de naturaleza 
tendrá la vecindad civil que se fije en el Real Decreto de concesión teniendo en cuenta 
su opción y las demás circunstancias que concurran en el peticionario.  

o Finalmente, se establece que la recuperación de la nacionalidad española conllevará la 
de la vecindad civil del interesado al tiempo de su pérdida.  

• En cuanto a la vecindad civil en caso de duda, el art. 14 dispone que en ese caso, prevalecerá 
la del lugar de nacimiento. 

• En cuanto a la vecindad local, el art. 15 dispone que la dependencia personal de una comarca 
o localidad con especialidades civiles propias se regirán por las reglas de los arts. 14 y 15. 
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DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PARTES: CONSERVACIÓN DE LA VIVIENDA; 
OBRAS DE MEJORA; OBRAS DEL ARRENDATARIO. DERECHO DE ADQUISICIÓN 
PREFERENTE. SUSPENSIÓN, RESOLUCIÓN Y EXTINCIÓN DEL CONTRATO DE 

ARRENDAMIENTO DE VIVIENDA. DE LOS ARRENDAMIENTOS PARA USOS DISTINTOS 
DEL DE VIVIENDA. DISPOSICIONES COMUNES A LOS ARRENDAMIENTOS DE VIVIENDA 

Y PARA USOS DISTINTOS DEL DE VIVIENDA: FIANZA Y FORMALIZACIÓN DEL 
CONTRATO DE ARRENDAMIENTO. 

 

 
 
 
 

  



DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PARTES 

• Al estudiar los derechos y obligaciones de las partes en el contrato de arrendamiento de vivienda, 
hay que comenzar señalando el art. 2 de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994 que dispone 
que se consideran arrendamientos de vivienda aquellos que recaigan en una edificación habitable 
cuyo destino primordial sea satisfacer la necesidad permanente de vivienda del arrendatario. 

• Por otro lado, se establece que las normas del arrendamiento de vivienda se aplicarán también 
al mobiliario, trasteros, plazas de garaje y las demás dependencias, espacios arrendados o 
servicios cedidos como accesorios de la finca por el arrendador.  

• En cuanto a los derechos y obligaciones de las partes, éstos son los ordinariamente previstos 
para cualquier contrato de arrendamiento. 

o En este sentido, el arrendador deberá entregar la finca al arrendatario y mantenerlo en el 
goce pacífico de la misma durante todo el tiempo de duración del contrato. Por su parte, 
el arrendatario deberá pagar la renta y usar de la finca conforme al uso pactado. 

o Por otro lado, la Ley de Arrendamientos Urbanos establece normas específicas sobre la 
conservación de la vivienda, ejecución de obras de mejora por el arrendador, ejecución de 
obras por el arrendatario y derechos de adquisición preferente. 

 

CONSERVACIÓN DE LA VIVIENDA 

 

• En cuanto a la conservación de la vivienda, nos referiremos a las obligaciones de cada parte. 

• En cuanto a las obligaciones del arrendador, el art. 21 dispone que éste deberá ejecutar las 
reparaciones necesarias para conservar la vivienda en las condiciones de habitabilidad para servir 
al uso convenido sin adquirir por ello derecho a elevar la renta y salvo que el deterioro sea 
imputable al arrendatario conforme a los arts. 1563 y 1564 del Código Civil. 

o Por otro lado, esta obligación se exceptúa en los supuestos de destrucción de la vivienda 
por causa no imputable al arrendador en cuyo caso procederá la extinción del contrato 
conforme al art. 28. 

o Por otra parte, el mismo precepto dispone que cuando la ejecución de la obra no pueda 
razonablemente diferirse hasta la conclusión del arrendamiento, el arrendatario estará 
obligado a soportarla aunque le sea muy molesta o se vea privado de una parte de la 
vivienda. No obstante, si la reparación dura más de veinte días, la renta deberá reducirse 
en proporción a la parte de la vivienda de que el arrendatario se vea privado. 

• En cuanto a las obligaciones del arrendatario, el art. 21 establece tres reglas: 

o En primer lugar, el arrendatario pondrá en conocimiento del arrendador la necesidad de 
las reparaciones en el plazo más breve posible para lo que debe facilitarle la verificación 
directa del estado de la vivienda por sí o por los técnicos que el arrendador designe.  

o En segundo lugar, el arrendatario podrá realizar en todo momento y previa comunicación 
al arrendador las reparaciones que sean urgentes para evitar un daño inminente o una 
incomodidad grave y podrá exigir de inmediato su importe al arrendador. 

o En tercer lugar, las pequeñas reparaciones que exija el desgaste por el uso ordinario de la 
vivienda serán a cargo del arrendatario. 

 

OBRAS DE MEJORA 

 

• En cuanto a las obras de mejora, el art. 22 dispone que el arrendatario está obligado a soportar la 
realización por el arrendador de las obras de mejora que no puedan razonablemente diferirse hasta 
la conclusión del arrendamiento. 
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• En este sentido, el arrendador que se proponga realizar estas obras deberá notificar por escrito al 
arrendatario su naturaleza, comienzo, duración y coste previsible con al menos tres meses de 
antelación y el arrendatario podrá desistir del contrato en el plazo de un mes desde la notificación 
a menos que las obras no afecten o afecten de modo irrelevante a la vivienda.  

o De este modo, si el arrendatario desiste del contrato, éste se extinguirá en el plazo de dos 
meses desde el desistimiento y las obras no podrán comenzar en dicho plazo.  

o Por el contrario, si el arrendatario decide soportar las obras, el mismo tendrá derecho a 
una reducción de renta proporcional a la parte de la vivienda de que se vea privado y a la 
indemnización por los gastos que las obras le obliguen a efectuar. 

 

OBRAS DEL ARRENDATARIO 

 

• En cuanto a las obras del arrendatario, el art. 23 dispone que éste no podrá realizar obras que 
modifiquen la configuración de la vivienda o de sus accesorios sin el consentimiento escrito del 
arrendador y tampoco podrá realizar en ningún caso obras que provoquen una disminución de la 
estabilidad o seguridad de la vivienda.  

o En este sentido, el arrendador que no haya autorizado la realización de las obras podrá 
exigir al tiempo de la conclusión del contrato que el arrendatario reponga las cosas a su 
estado anterior o bien conservar la modificación efectuada sin derecho a indemnización y 
todo ello, sin perjuicio de la facultad del arrendador de resolver el contrato. 

o De igual modo, si el arrendatario realizarse obras que provoquen una disminución de la 
estabilidad de la edificación o la seguridad de la vivienda o sus accesorios, el arrendador 
podrá exigirle la reposición inmediata de las cosas al estado anterior. 

• En cuanto a los arrendatarios con discapacidad, el art. 24 dispone que el arrendatario podrá 
realizar en el interior de la vivienda y con previa notificación escrita al arrendador aquellas obras 
o actuaciones que sean necesarias para que pueda ser utilizada de forma adecuada y acorde a 
su discapacidad o edad superior a setenta años por él arrendatario, su cónyuge, la persona con 
quien conviva de forma permanente en análoga relación de afectividad con independencia de su 
orientación sexual o por los familiares que convivan con alguno de ellos de forma permanente. 

• No obstante, las obras no podrán afectar a elementos o servicios comunes del edificio ni provocar 
una disminución de su estabilidad o seguridad y el arrendador podrá exigir la reposición de la 
vivienda al estado anterior al tiempo de la conclusión del contrato. 

 

DERECHO DE ADQUISICIÓN PREFERENTE  

 

• En cuanto al derecho de adquisición preferente, el art. 25 dispone que el arrendatario gozará de 
este derecho en caso de venta de la vivienda arrendada. 

• En cuanto al derecho de tanteo, el arrendatario podrá ejercitarlo en el plazo de treinta días 
naturales desde el siguiente a que se le notifique fehacientemente la decisión de vender la finca, 
el precio y las demás condiciones esenciales de la transmisión.  

• No obstante, los efectos de esta notificación caducarán a los ciento ochenta días naturales. 

• En cuanto al derecho de retracto, el arrendatario podrá ejercitarlo conforme a lo dispuesto en el 
art. 1518 del Código Civil si no se le hubiese hecho la notificación o se hubiese omitido en ella 
cualquiera de los requisitos exigidos o si el precio efectivo de la compraventa resultase inferior o 
las demás condiciones esenciales menos onerosas.  

• En este sentido, el derecho de retracto caducará a los treinta días naturales desde el siguiente a 
la notificación fehaciente que el adquirente deberá dirigir al arrendatario sobre las condiciones 
esenciales de la compraventa mediante entrega de copia de la escritura o documento en que se 
haya formalizado.  



• En cuanto al ejercicio de estos derechos, el art. 25 establece las siguientes reglas: 

o En primer lugar, los derechos de tanteo y retracto del arrendatario gozarán de preferencia 
sobre cualquier otro derecho similar salvo el retracto del condueño de la vivienda o el 
retracto convencional que conste inscrito al tiempo de la celebración del arrendamiento. 

o En segundo lugar, la inscripción registral de la venta de una vivienda arrendada exigirá la 
justificación de las notificaciones citadas con los requisitos legalmente exigidos y, si la 
vivienda no está arrendada, el vendedor deberá declararlo así en la escritura bajo pena de 
falsedad en documento público. 

o En tercer lugar, no habrá lugar a los derechos de tanteo y retracto cuando la vivienda se 
venda conjuntamente con las demás viviendas o locales propiedad del arrendador y que 
formen parte del mismo inmueble ni tampoco cuando se vendan conjuntamente todos los 
pisos o locales del inmueble por distintos propietarios a un solo comprador. No obstante, 
el arrendatario gozará de estos derechos si existiere una sola vivienda en el inmueble.  

o En cuarto lugar, las partes podrán pactar la renuncia del arrendatario a estos derechos en 
cuyo caso el arrendador deberá comunicar al arrendatario su intención de vender la 
vivienda con una antelación mínima de treinta días a la formalización del contrato. 

 

SUSPENSIÓN DEL ARRENDAMIENTO DE VIVIENDA 

 

• Pasando a ocuparnos de la suspensión del arrendamiento de vivienda, el art. 26 dispone que el 
arrendatario podrá optar entre la suspensión del contrato o el desistimiento sin indemnización 
cuando se ejecuten en la vivienda obras de conservación u obras acordadas por una autoridad 
competente que la hagan inhabitable. 

• En este sentido, el efecto esencial de la suspensión es la paralización del plazo de contrato y la 
suspensión de la obligación de pago de la renta hasta la finalización de las obras.  

 

RESOLUCIÓN 

 

• En cuanto a la resolución, el art. 27 dispone que el incumplimiento por cualquiera de las partes 
de las obligaciones derivadas del contrato dará derecho a la parte que haya cumplido las suyas 
para exigir el cumplimiento o la resolución conforme al art. 1124 del Código Civil.  

• Por otro lado, también se contemplan unas causas de resolución a instancia de cada parte. 

• En cuanto a la resolución por el arrendador, el art. 27 dispone que éste podrá resolver el 
contrato de pleno derecho por las siguientes causas: 

o Primero, la falta de pago de la renta o de cualesquiera otras cantidades cuyo pago haya 
asumido o corresponda al arrendatario. En este sentido, la jurisprudencia sostiene que 
basta el impago de una sola mensualidad de renta y que el arrendador no está obligado a 
soportar que el arrendatario se retrase habitualmente en el pago1.  

o Segundo, la falta de pago del importe de la fianza o de su actualización. 

o Tercero, el subarriendo o la cesión inconsentidos. 

o Cuarto, la causación dolosa de daños en la finca y la realización de obras no consentidas 
por el arrendador cuando su consentimiento sea necesario. 

o Quinto, la realización de actividades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas en 
la vivienda. 

o Por último, cuando la vivienda deje de estar destinada de forma primordial a satisfacer la 
necesidad permanente de vivienda del arrendatario o de quien efectivamente la viniera 
ocupando conforme al art. 7. 
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• En cuanto a la resolución por el arrendatario, el art. 27 contempla las siguientes causas: 

o Primero, la falta de realización por el arrendador de las reparaciones necesarias para 
conservar la vivienda en condiciones de habitabilidad conforme al art. 21. 

o Segundo, la perturbación de hecho o de derecho del arrendador en la utilización de la 
vivienda. 

• En cuanto a la resolución de arrendamientos inscritos por falta de pago, el art. 28 contempla 
el caso de aquellos arrendamientos inscritos en los que se haya estipulado que el arrendamiento 
quedará resuelto por falta de pago de la renta y que la finca deberá restituirse inmediatamente en 
tal caso al arrendador. 

• En este sentido, la resolución se producirá de pleno derecho una vez el arrendador haya requerido 
judicial o notarialmente al arrendatario para el pago o cumplimiento en el domicilio designado en 
la inscripción sin que el arrendatario haya contestado en el plazo de diez días hábiles o haya 
contestado aceptando la resolución a través del mismo Juez o Notario que hizo el requerimiento. 

 

EXTINCIÓN 

 

• En cuanto a la extinción del contrato, el art. 28 dispone que éste se extingue por la pérdida de la 
finca arrendada por causa no imputable al arrendador, por la declaración firme de ruina acordada 
por la autoridad competente y por las demás causas contempladas en el Título II. 

 

DE LOS ARRENDAMIENTOS PARA USOS DISTINTOS DEL DE VIVIENDA 

 

• Pasando a ocuparnos de los arrendamientos para usos distintos del de vivienda, el art. 3 dispone 
que se consideran de este tipo los que recaigan en una edificación y tengan un destino primordial 
distinto del de satisfacer la necesidad permanente de vivienda del arrendatario 

• Por otro lado, también se consideran de este tipo los arrendamientos de fincas urbanas celebrados 
por temporada de verano o cualquier otra y los celebrados para ejercer en la finca una actividad 
industrial, comercial, artesanal o profesional, entre otras, con independencia de las personas que 
los celebren.  

• En cuanto a los derechos y obligaciones de las partes, los arts. 30 y 31 disponen que las normas 
sobre conservación de la finca, obras de mejora del arrendador, elevación de la renta por mejoras, 
obras del arrendatario, suspensión del contrato por obras y derechos de adquisición preferente se 
aplicarán también al arrendamiento para usos distintos del de vivienda. 

• Por otro lado, se establecen normas específicas sobre enajenación de la finca arrendada, cesión 
del contrato y subarriendo, muerte del arrendatario e indemnización al arrendatario y resolución 
del contrato. 

 

ENAJENACIÓN DE LA FINCA ARRENDADA 

 

• En cuanto a la enajenación de la finca arrendada, el art. 29 dispone que el adquirente quedará 
subrogado en los derechos y obligaciones del arrendador a menos que reúna los requisitos del 
art. 34 de la Ley Hipotecaria. 

o En este sentido, el art. 29 se opone a la regla del art. 1571 del Código Civil que dispone 
que el comprador de una finca arrendada tiene derecho a que termine el arriendo vigente 
al verificarse la venta, salvo pacto en contrario y lo dispuesto en la Ley Hipotecaria. 

o De este modo, la regla es la subrogación del adquirente en la posición de arrendador y la 
excepción es la extinción del contrato si el adquirente reúne los requisitos del art. 34 de la 
Ley Hipotecaria como sucederá ordinariamente con los arrendamientos no inscritos. 



CESIÓN DEL CONTRATO Y SUBARRIENDO 

• En cuanto a la cesión contrato y el subarriendo, el art. 32 dispone que siempre que en la finca 
arrendada se ejerza una actividad empresarial o profesional, el arrendatario podrá subarrendarla 
o ceder el contrato sin necesidad del consentimiento del arrendador.  

• No obstante, la cesión y el subarriendo deberán notificarse de forma fehaciente al arrendador en 
el plazo de un mes desde que se hubieran concertado. 

• En cuanto a sus efectos, el art. 32 dispone que el arrendador tendrá derecho a una elevación de 
la renta en vigor del 10% en caso de subarriendo parcial y del 20% en caso de subarriendo total 
o cesión del contrato. 

• Finalmente, no se reputará cesión el cambio en la persona del arrendatario como consecuencia 
de la fusión, transformación o escisión de la sociedad arrendataria. No obstante, el arrendatario 
tendrá derecho en este caso a la misma elevación de renta del caso anterior.  

 

SUBROGACIÓN POR MUERTE DEL ARRENDATARIO 

 

• En cuanto a la subrogación por muerte del arrendatario, el art. 33 dispone que siempre que en la 
finca arrendada se ejerza una actividad empresarial o profesional, el heredero o legatario del 
arrendatario que continúen el ejercicio de la actividad podrán subrogarse en los derechos y 
obligaciones de aquél hasta la extinción del contrato. 

• Por otro lado, la subrogación deberá notificarse por escrito al arrendador en el plazo de los dos 
meses siguientes al fallecimiento del arrendatario. 

 

INDEMNIZACIÓN AL ARRENDATARIO 

 

• En cuanto a la indemnización al arrendatario, el art. 34 dispone que siempre que en la finca se 
haya venido ejerciendo una actividad comercial de venta al público en los últimos cinco años, la 
extinción del contrato por transcurso del término pactado dará derecho al arrendatario a una 
indemnización a cargo del arrendador en el caso de que el arrendatario haya manifestado su 
voluntad de renovar el contrato por un plazo mínimo de cinco años y una renta de mercado con 
cuatro meses de antelación a la expiración del plazo. 

• Por otro lado, se considerará renta de mercado la acordada al efecto por las partes y, en defecto 
de pacto, la determinada por el árbitro designado por aquéllas. 

• Por otra parte, la cuantía de la indemnización se determinará conforme a las siguientes reglas:  

o En primer lugar, si el arrendatario iniciara en el mismo municipio y en el plazo de los seis 
meses siguientes a la expiración del arrendamiento la misma actividad a la que se venía 
dedicando, la indemnización incluirá los gastos del traslado y los perjuicios derivados de 
la pérdida de clientela con respecto a la habida en los seis primeros meses de la nueva 
actividad. 

o En segundo lugar, si el arrendatario iniciara en el plazo de los seis meses siguientes a la 
extinción del arrendamiento una actividad distinta o no iniciara ninguna y el arrendador o 
un tercero desarrollan en la finca arrendada y en el mismo plazo la misma actividad o una 
afín a la desarrollada por el arrendatario, la indemnización será de una mensualidad por 
año de duración del contrato hasta un máximo de dieciocho. En este sentido, se 
considerarán actividades afines las típicamente aptas para beneficiarse de la clientela 
captada por el arrendatario aunque sea sólo en parte. 

o En tercer lugar, se establece que, a falta de acuerdo entre las partes sobre la cuantía de 
la indemnización, ésta será fijada por el árbitro designado por aquéllas. 
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RESOLUCIÓN 

• Pasando a ocuparnos de la resolución del contrato, art. 35 dispone que el arrendador podrá 
resolverlo de pleno derecho por las siguientes causas de resolución del arrendamiento de vivienda 
del art. 27 y también por la cesión o subarriendo del local con infracción del art. 32: 

o Primero, la falta de pago de la renta o de cualesquiera otras cantidades cuyo pago haya 
asumido o corresponda al arrendatario. En este sentido, la jurisprudencia sostiene que 
basta el impago de una sola mensualidad de renta y que el arrendador no está obligado a 
soportar que el arrendatario se retrase habitualmente en el pago2. 

o Segundo, la falta de pago del importe de la fianza o de su actualización. 

o Tercero, la causación dolosa de daños en la finca y la realización de obras no consentidas 
por el arrendador cuando su consentimiento sea necesario. 

o Cuarto, la realización de actividades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas en 
la finca. 

 

DISPOSICIONES COMUNES A LOS ARRENDAMIENTOS DE VIVIENDA… 

 

• Pasando a ocuparnos de las disposiciones comunes a los arrendamientos de vivienda y de usos 
distintos del de vivienda, se establecen normas sobre la fianza y la formalización del contrato. 

 

FIANZA 

 

• En cuanto a la fianza, el art. 36 dispone que las partes deberán exigir y prestar al tiempo de la 
celebración del contrato una fianza en metálico equivalente a una o dos mensualidades de renta 
según se trate de arrendamientos de vivienda o para uso distinto del de vivienda. 

• Por otro lado, el mismo precepto exceptúa del deber de prestar fianza a la Administración General 
del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, los entes de la Administración 
Local, los organismos autónomos, las entidades públicas empresariales y demás entes públicos 
vinculados o dependientes de ellos, entre otras entidades. 

• En cuanto a la actualización de la fianza, el art. 36 dispone que ésta no procederá durante los 
cinco primeros años de duración del contrato o siete si el arrendador es persona jurídica.  

o No obstante, una vez trascurrido este plazo, el arrendador y el arrendatario podrán exigir 
que la fianza aumente o disminuya cada vez que el contrato se prorrogue hasta hacerse 
igual a una o dos mensualidades de la renta vigente al tiempo de la prórroga. 

o Finalmente, la actualización en el periodo en que el plazo pactado exceda de cinco años 
o siete si el arrendador es persona jurídica se regirá por lo estipulado por las partes y, en 
defecto de pacto, se aplicará lo pactado sobre la actualización de la renta.  

• En cuanto a la restitución, el art. 36 dispone que el saldo de la fianza que deba ser restituida al 
arrendatario al término del arriendo devengará el interés legal una vez trascurrido un mes desde 
la entrega de las llaves sin que se haya hecho efectiva la restitución. 

o En este sentido, la disposición adicional 3ª dispone que las Comunidades Autónomas 
podrán establecer la obligación de los arrendadores de fincas urbanas de depositar la 
fianza a disposición de la Administración autonómica o del ente público que se designe 
sin devengo de intereses y hasta la extinción del contrato.  

o Sin embargo, si transcurrido un mes desde la finalización del contrato, la Administración 
autonómica o el ente público no procediere a la devolución de la fianza, ésta devengará 
el interés legal. 

 



• En cuanto a la garantía adicional, el art. 36 dispone que las partes podrán pactar cualquier tipo 
de garantía del cumplimiento de las obligaciones del arrendatario aparte de la fianza en metálico. 

• Finalmente, tratándose de arrendamientos de vivienda con duración de hasta cinco años o siete 
si el arrendador es persona jurídica, el valor de la garantía adicional no podrá exceder de dos 
mensualidades de renta.  

 

FORMALIZACIÓN DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 

 

• Pasando a ocuparnos de la formalización del contrato, el art. 37 dispone que las partes podrán 
compelerse recíprocamente a la formalización por escrito del contrato de arrendamiento en cuyo 
caso se hará constar la identificación de los contratantes y de la finca arrendada, la duración 
pactada, la renta inicial y las demás cláusulas acordadas. 

o En este sentido, la formalización por escrito no constituye un requisito de validez del 
contrato sino que éste será válido por el consentimiento de las partes. 

o Finalmente, el art. 37 no exige el otorgamiento de escritura pública sino que bastará el 
documento privado. No obstante, conviene señalar que la inscripción del contrato de 
arrendamiento viene regulada en el Real Decreto 297/1996 que exige la escritura pública 
o la elevación del documento privado a escritura pública. 

• En cuanto a los gastos de formalización, el art. 20, relativo a los contratos de arrendamiento de 
vivienda, dispone que los gastos de gestión inmobiliaria y formalización del contrato serán a cargo 
del arrendador cuando sea persona jurídica. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

1 SSTS 24 de julio de 2008 y 27 de marzo de 2014. 
2 SSTS 30 de octubre de 2009 y 18 de marzo de 2014. 



OFICINA JUDICIAL Y ESTATUTO DE LOS  
LETRADOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

TEMA 2 
 

 
 

EL LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA: SU CONFIGURACIÓN EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO. FUNCIONES: PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN. LA FE PÚBLICA 
JUDICIAL. LA ESTADÍSTICA JUDICIAL. LA ACTIVIDAD DE DOCUMENTACIÓN, IMPULSO Y 

ORDENACIÓN DEL PROCESO. LA DIRECCIÓN TÉCNICO PROCESAL. LA POLICÍA DE 
VISTAS. PIEZAS DE CONVICCIÓN. LA CUENTA DE DEPÓSITOS Y CONSIGNACIONES.  

 
 



EL LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

SU CONFIGURACIÓN EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 

• Al estudiar el Letrado de la Administración de Justicia y su configuración en el ordenamiento 
jurídico, hay que comenzar señalando el art. 440 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que dispone 
que los Letrados de la Administración de Justicia son funcionarios públicos que constituyen un 
Cuerpo Superior Jurídico, único, de carácter nacional, al servicio de la Administración de Justicia, 
dependiente del Ministerio de Justicia, y que ejercen sus funciones con el carácter de autoridad, 
ostentando la dirección de la Oficina judicial. 

o En este sentido, su estatuto jurídico se regula en el Libro V de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y el Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales de 2005.  

o Por otra parte, la legislación general del Estado en materia de función pública se aplicará 
con carácter supletorio en lo no previsto en la normativa anterior. 

• En cuanto a su naturaleza jurídica, la Ley Orgánica del Poder Judicial configura al Letrado de la 
Administración de Justicia como un funcionario de carácter técnico integrado en el órgano judicial.  

o En este sentido, el Letrado de la Administración de Justicia no es un órgano colaborador 
de Jueces o Tribunales sino que ejerce unas competencias propias y concurrentes con las 
de aquéllos. 

o De este modo, los actos del Letrado de la Administración de Justicia no son simples actos 
administrativos sino actos procesales con incidencia en el derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva. 

• En cuanto a su ordenación, el art. 463 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que el 
Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia se ordena jerárquicamente bajo la superior 
dependencia del Ministerio de Justicia y de la forma que se determine en las relaciones de puestos 
de trabajo. 

o Por otro lado, el mismo precepto contempla unos órganos superiores de gobierno como 
son el Secretario General de la Administración de Justicia, los Secretarios de Gobierno y 
los Secretarios Coordinadores Provinciales. 

o De igual modo, también se contempla la constitución en el Ministerio de Justicia de un 
Consejo del Secretariado como instrumento de participación democrática del Cuerpo con 
funciones consultivas en las materias que le afecten. 

 

FUNCIONES 

 

• Pasando a ocuparnos de las funciones del Letrado de la Administración de Justicia, éstas vienen 
recogidas en los arts. 452 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los arts. 4 a 12 del 
Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales. 

• Por otro lado, estas funciones pueden clasificarse en las siguientes categorías: 

o Primero, funciones relativas a la fe pública judicial. 

o Segundo, funciones relativas a la actividad de documentación. 

o Tercero, funciones de impulso y ordenación del proceso. 

o Cuarto, funciones de dirección técnico-procesal de la oficina judicial. 

o Quinto, funciones de colaboración con otros órganos y administraciones. 

o Sexto, funciones de policía de vistas. 

o Séptimo, competencias procesales. 

o Por último, otras funciones. 
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PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN 

• En cuanto a los principios de actuación de los Letrados de la Administración de Justicia, el art. 
452 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece los siguientes:: 

o En primer lugar, los Letrados de la Administración de Justicia desempeñarán sus funciones 
conforme a los principios de legalidad e imparcialidad en todo caso; a los de autonomía e 
independencia en el ejercicio de la fe pública judicial y a los de dependencia jerárquica y 
unidad de actuación en el ejercicio de todas las demás funciones que la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, las normas de procedimiento y el Reglamento Orgánico les encomienden. 

o En segundo lugar, las funciones de los Letrados de la Administración de Justicia no serán 
objeto de delegación ni de habilitación sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 451.3. Por su 
parte, este precepto se refiere a la posibilidad de que funcionarios del Cuerpo de Gestión 
Procesal y Administrativa puedan intervenir excepcionalmente en sustitución del Letrado 
de la Administración de Justicia en las entradas y registros en lugares cerrados acordados 
por un único órgano de la Audiencia Nacional y que deban realizarse de forma simultánea 
cuando no haya un número suficiente de Letrados de la Administración de Justicia. 

o En tercer lugar, los Letrados de la Administración de Justicia cumplirán y velarán por el 
cumplimiento de las decisiones de Jueces y Tribunales en el ámbito de sus competencias. 

o Por último, los Letrados de la Administración de Justicia colaborarán con las Comunidades 
Autónomas con competencias asumidas para la efectividad de sus funciones en materia 
de medios personales y materiales para lo que darán cumplimiento a las instrucciones de 
sus superiores jerárquicos. 

 

LA FE PÚBLICA JUDICIAL 

 

• Pasando a ocuparnos de la fe pública judicial, podemos definirla como aquella cualidad que la ley 
atribuye a los documentos autorizados por los Letrados de la Administración de Justicia y que 
consiste en dotarlos de autenticidad y eficacia legal. 

• En este sentido, la fe pública judicial hace efectivo el principio constitucional de seguridad jurídica 
en el ámbito procesal mediante la garantía de que los actos procesales se realizaron al tiempo y 
con los requisitos exigidos por la ley. 

• En cuanto a sus características, distinguimos las siguientes: 

o En primer lugar, se trata de una función atribuida con carácter exclusivo a los Letrados de 
la Administración de Justicia. 

▪ En efecto, el art. 453 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el art. 145 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil disponen que su ejercicio corresponde a los Letrados de la 
Administración de Justicia con exclusividad y plenitud. 

▪ Del mismo modo, se establece que el Letrado de la Administración de Justicia no 
precisará en el ejercicio de esta función de la intervención adicional de testigos.  

o En segundo lugar, se trata de una función sujeta a principios de legalidad e imparcialidad. 
En este sentido, el art. 446 dispone que los Letrados de la Administración de Justicia 
deberán abstenerse en los casos previstos para los Jueces y Magistrados y, si no lo hacen, 
podrán ser recusados. 

o En tercer lugar, se trata de una función ejercida con autonomía e independencia frente a 
las partes, el órgano judicial y cualesquiera autoridades. En este sentido, el Letrado de la 
Administración de Justicia ejerce la fe pública sin sujeción a los principios de dependencia 
jerárquica y unidad de actuación que caracterizan a sus restantes funciones. 

o En cuarto lugar, se trata de una función responsable. En este sentido, el Letrado de la 
Administración de Justicia estará sujeto a responsabilidad civil, penal y disciplinaria en el 
ejercicio de la fe pública judicial. 



• En cuanto a su contenido, el art. 453 dispone que los Letrados de la Administración de Justicia 
ejercerán la fe pública judicial a través de los siguientes cauces: 

o En primer lugar, el Letrado de la Administración de Justicia dejará constancia fehaciente 
de la realización de actos procesales en o ante el Tribunal y de la producción de los hechos 
con trascendencia procesal mediante actas y diligencias.  

o En segundo lugar, el Letrado de la Administración de Justicia garantizará la autenticidad e 
integridad de la grabación o reproducción de las vistas en que se utilicen medios técnicos 
de grabación o reproducción en cuyo caso aquéllas podrán desarrollarse sin la intervención 
del Letrado de la Administración de Justicia en los términos previstos por la ley. 

o En tercer lugar, el Letrado de la Administración de Justicia expedirá certificaciones o 
testimonios de las actuaciones judiciales no declaradas secretas ni reservadas a las partes 
con expresión de su destinatario y del fin para el que se solicitan. 

o En cuarto lugar, el Letrado de la Administración de Justicia autorizará y documentará el 
otorgamiento de poderes para pleitos en los términos previstos en las leyes procesales. 

• Por otro lado, la Ley de Enjuiciamiento Civil atribuye al Letrado de la Administración de Justicia 
otras funciones en el ejercicio de la fe pública judicial como son las siguientes: 

o Primero, el art. 145 dispone que el Letrado de la Administración de Justicia dará fe por sí 
o mediante el registro correspondiente de la recepción de escritos con los documentos y 
recibos que les acompañen y expedirá las certificaciones solicitadas en esta materia por 
las partes.  

o Segundo, el art. 212 dispone que el Letrado de la Administración de Justicia pondrá en los 
autos certificación literal de las sentencias y demás resoluciones definitivas si el Tribunal 
no contare con expediente electrónico. No obstante, si el Tribunal contare con expediente 
judicial electrónico, se velará por la incorporación y constancia de la sentencia en el mismo 
una vez firmada electrónicamente. 

 

LA ESTADÍSTICA JUDICIAL 

 

• Pasando a ocuparnos de la estadística judicial, el art. 461 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
dispone que ésta será responsabilidad de los Letrados de la Administración de Justicia y los 
Secretarios de Gobierno velarán por su cumplimiento contrastando la veracidad de los datos.  

• En este sentido la estadística judicial constituye un instrumento básico de las Administraciones 
Públicas y el Consejo General del Poder Judicial para la planificación y desarrollo de las políticas 
públicas sobre Administración de Justicia y, en particular, para el ejercicio de la política legislativa 
del Estado en la materia, para la modernización de la oficina judicial, para la planificación y gestión 
de los medios humanos y materiales y para la inspección de los Juzgados y Tribunales.  

•  En cuanto a la información estadística, el mismo precepto dispone que la estadística judicial 
asegurará la disponibilidad permanente de información actualizada, rigurosa y contrastada sobre 
la actividad y carga de trabajo de todos los órganos, servicios y oficinas judiciales para las Cortes 
Generales, el Gobierno, las Comunidades Autónomas, el Consejo General del Poder Judicial y la 
Fiscalía General del Estado.  

• De igual modo, también los ciudadanos tendrán acceso pleno a la estadística judicial por medios 
electrónicos. 

o Por otro lado, la estadística judicial se elaborará conforme a planes generales y especiales 
y a criterios uniformes establecidos por una Comisión Nacional de Estadística Judicial con 
representación del Ministerio de Justicia, las Comunidades Autónomas con competencia 
en la materia, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado. 

o Finalmente, se establece que los sistemas informáticos de gestión procesal permitirán la 
extracción automatizada de los datos exigidos en los boletines estadísticos.  
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LA ACTIVIDAD DE DOCUMENTACIÓN 

• Pasando a ocuparnos de la actividad de documentación, el art. 454 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial dispone que los Letrados de la Administración de Justicia son responsables de la función 
de documentación que les es propia y de la formación de autos y expedientes, para lo cual dejarán 
constancia de las resoluciones dictadas por los Jueces y Magistrados o por ellos mismos cuando 
la ley lo autorice. 

• En cuanto a los medios de documentación, el art. 146 de la Ley de Enjuiciamiento Civil dispone 
que las actuaciones procesales que no consistan en escritos y documentos se documentarán por 
actas y diligencias y, si se utilizaren medios técnicos de grabación o reproducción, éstos deberán 
asegurar la autenticidad, integridad e inalterabilidad de lo grabado.  

o En cuanto a las actas, el art. 146 dispone que siempre que la ley disponga que se levante 
acta, ésta recogerá lo actuado con la extensión y detalle necesarios. 

o No obstante, tratándose de las actuaciones que deban registrarse en soporte apto para la 
grabación y reproducción y si el Letrado de la Administración de Justicia dispone de firma 
electrónica u ostro sistema de seguridad que garantice la autenticidad e integridad de lo 
grabado, el documento electrónico así generado constituirá el acta a todos los efectos. Por 
su parte, los intervinientes en el acto expresarán su nombre y apellidos ante la autoridad 
que presida el acto de forma que quede constancia en la grabación.  

▪ Por otro lado, si estos medios de garantía no pudieran utilizarse, el Letrado de la 
Administración de Justicia consignará en el acta una serie de menciones como el 
número y clase de procedimiento, el lugar y fecha de celebración, el tiempo de 
duración del acto, los asistentes al acto, las peticiones y propuestas de las partes, 
la declaración de pertinencia y el orden de la práctica de las pruebas propuestas, 
las resoluciones adoptadas por el Juez o Tribunal y las circunstancias e incidencias 
que no puedan constar en aquel soporte.  

▪ Finalmente, se establece que en estos mismos casos o cuando los medios de 
registro a que se refiere el art. 146 no pudieran utilizarse, el acta se extenderá por 
procedimientos informáticos y no podrá ser manuscrita salvo que la sala en que se 
esté celebrando la actuación carezca de medios informáticos.  

o En cuanto a las diligencias, el art. 456 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que 
las resoluciones del Letrado de la Administración de Justicia para la tramitación del proceso 
se denominarán diligencias y podrán ser de ordenación, de constancia, de comunicación y 
de ejecución. 

o En este sentido, la función de documentación de las actuaciones puede ejercitarse a través 
de las diligencias de constancia con las que el Letrado de la Administración de Justicia deja 
constancia fehaciente de hechos o actos con trascendencia procesal. 

• En cuanto a la documentación de las vistas, audiencias y comparecencias, el art. 147 dispone 
que las actuaciones orales en vistas, audiencias y comparecencias celebradas ante los Jueces o 
Magistrados o ante los Letrados de la Administración de Justicia se registrarán en soporte apto 
para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen. 

• En este sentido, los medios tecnológicos utilizados garantizarán la autenticidad e integridad de lo 
grabado y reproducido, para lo cual el Letrado de la Administración de Justicia utilizará la firma 
electrónica u otro sistema de sistema de seguridad que ofrezca estas garantías conforme a la ley.  

o Por otra parte, la celebración del acto no requerirá en estos casos la presencia del Letrado 
de la Administración de Justicia a menos que las partes lo hayan solicitado con un mínimo 
de dos días de antelación o que el Letrado de la Administración de Justicia lo considere 
excepcionalmente necesario por la complejidad del asunto, el número y naturaleza de las 
pruebas a practicar, el número de intervinientes, la posibilidad de incidencias que no 
pudieran registrarse u otras circunstancias que lo justifiquen. 

o En este sentido, el Letrado de la Administración de Justicia extenderá en estos casos acta 
sucinta en los términos del art. 146. 



• Finalmente, el art. 147 dispone que las actuaciones orales y las vistas grabadas y documentadas 
en soporte digital no podrán transcribirse salvo en los casos en que una ley lo determine. 

• Por su parte la oficina judicial deberá asegurar la incorporación de la grabación al expediente 
judicial electrónico y, si no existiera, el Letrado de la Administración de Justicia deberá custodiar 
el documento electrónico que sirva de soporte a la grabación. 

• En cuanto a las otras funciones relativas a la documentación, distinguimos las siguientes: 

o Primero, funciones de información a las partes e interesados. En efecto, el art. 454 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que el Letrado de la Administración de Justicia 
facilitará a las partes y a quien manifieste y justifique un interés legítimo la información 
solicitada sobre el estado de las actuaciones no declaradas secretas ni reservadas.  

o Segundo, funciones de llevanza de los libros de registro. En efecto, el art. 458 dispone que 
el Letrado de la Administración de Justicia responderá de su llevanza por las aplicaciones 
informáticas correspondientes y, en su defecto, manualmente e impartirá las instrucciones 
debidas al personal que dependa de él. 

 

IMPULSO Y ORDENACIÓN DEL PROCESO 

 

• Pasando a ocuparnos de la actividad de impulso y ordenación del proceso, el art. 456 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial dispone que el Letrado de la Administración de Justicia impulsará el 
proceso en los términos previstos en las leyes procesales y, a tal efecto, dictará las resoluciones 
necesarias para su tramitación salvo las que las leyes citadas reserven a los Jueces o Tribunales. 

o En este sentido, las resoluciones de carácter procesal del Letrado de la Administración de 
Justicia se denominan diligencias y decretos y las resoluciones de carácter gubernativo se 
denominan acuerdos. 

o Por otro lado, contra las diligencias de ordenación y contra los decretos del Letrado de la 
Administración de Justicia podrá interponerse recurso en los casos y en la forma previstos 
en las leyes procesales. 

• En cuanto a los supuestos en que proceden, el art. 206 de la Ley de Enjuiciamiento Civil dispone 
que cuando la ley no concrete la resolución que deba dictarse, se aplicarán las siguientes reglas: 

o Primero, se dictará diligencia de ordenación cuando la resolución tenga por objeto dar a 
los autos el curso que la ley establezca.  

o Segundo, se dictará decreto cuando se trate de admitir a trámite la demanda o de poner 
término al procedimiento sobre el que el Letrado de la Administración de Justicia tenga 
atribuida competencia exclusiva o cuando sea preciso o conveniente razonar lo resuelto.  

o Por último, se dictarán diligencias de constancia, comunicación o ejecución cuando se 
trate de reflejar en los autos hechos o actos con trascendencia procesal.  

• En cuanto a las otras funciones de impulso y ordenación procesal, distinguimos las siguientes: 

o Primero, funciones relativas al reparto de asuntos. En efecto el art. 454 dispone que el 
Letrado de la Administración de Justicia garantizará que el reparto de asuntos se realiza 
conforme a las normas aprobadas por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia; 
responderán del funcionamiento del registro de recepción de documentos y expedirán las 
certificaciones solicitadas por las partes en esta materia.  

o Segundo, funciones relativas a la dación de cuenta. En efecto, el art. 455 dispone que el 
Letrado de la Administración de Justicia responderá de la organización de la dación de 
cuenta que se realizará en los términos previstos en las leyes procesales. 

o Tercero, funciones relativas al cumplimento de lo acordado en el proceso. En efecto, el art. 
7 del Reglamento Orgánico dispone que el Letrado de la Administración de Justicia 
expedirá los mandamientos, despachos y exhortos necesarios para la ejecución de lo 
acordado en el procedimiento. 
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• En cuanto a las materias de competencia del Letrado de la Administración de Justicia, el art. 
456 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que éste tendrá competencia en las siguientes 
materias cuando las leyes procesales lo prevean: 

o Primero, ejecución salvo las competencias reservadas a los Jueces y Magistrados por las 
leyes procesales. 

o Segundo, jurisdicción voluntaria asumiendo su tramitación y resolución sin perjuicio de los 
recursos que puedan interponerse. 

o Tercero, conciliación llevando a cabo la labor mediadora que les es propia.  

o Cuarto, tramitación y, en su caso, resolución de los procedimientos monitorios. 

o Quinto, mediación. 

o Sexto, cualquiera otras previstas expresamente.  

 

LA DIRECCIÓN TÉCNICO PROCESAL 

 

• Pasando a ocuparnos de la dirección técnico procesal, el art. 457 dispone que los Letrados de la 
Administración de Justicia dirigirán al personal de la oficina judicial en el aspecto técnico procesal, 
ordenarán su actividad e impartirán las órdenes e instrucciones que estimen pertinentes.  

• Por su parte, el art. 8 del Reglamento Orgánico atribuye al Letrado de la Administración de Justicia 
las siguientes funciones en esta materia: 

o Primero, la organización, gestión, inspección y dirección del personal de la oficina judicial 

en los aspectos técnico procesales. 

o Segundo, la ordenación la actividad del personal y emisión de las órdenes e instrucciones 

pertinentes sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Justicia o las Comunidades 

Autónomas en materia de organización y gestión del personal. 

o Tercero, la función de hacer cumplir en su ámbito organizativo y funcional las órdenes y 

circulares recibidas de sus superiores jerárquicos. 

 

LA POLICÍA DE VISTAS 

 

• En cuanto a la actividad de policía de vistas, el art. 10 del Reglamento Orgánico que los Letrados 
de la Administración de Justicia mantendrán el orden en las actuaciones celebradas únicamente 
ante ellos en las dependencias de la oficina judicial o fuera de ellas y ampararán a los presentes 
en sus derechos conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

o En este sentido, las funciones de policía de vistas se regulan generalmente en los arts. 190 
y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial que regulan la amonestación y expulsión 
de quienes den señales ostensibles de aprobación o desaprobación o falten al respeto y 
consideración debidos; la imposición de multas a quienes se resistan a cumplir la orden de 
expulsión o falten al respeto y consideración debidos a los Jueces, Fiscales, Letrados de 
la Administración de Justicia y resto del personal al servicio de la Administración de Justicia 
y la detención y puesta a disposición del Juez competente de quienes incurran en hechos 
constitutivos de delito. 

o Por otro lado, también se regula el procedimiento para la imposición de las sanciones, el 
recurso de audiencia en justicia ante la autoridad que hubiera impuesto la sanción y el 
recurso de alzada ante la Sala de Gobierno correspondiente.  

 



PIEZAS DE CONVICCIÓN 

• Pasando a ocuparnos de las piezas de convicción, el art. 459 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
dispone que el Letrado de la Administración de Justicia responderá del depósito en los locales 
establecidos para ello de los bienes y objetos afectos a los expedientes judiciales y de las piezas 
de convicción en las causas penales.  

o En este sentido, conviene recordar el art. 654 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que 
dispone que el Letrado de la Administración de Justicia adoptará las medidas precisas para 
que las partes puedan examinar los libros, papeles, correspondencia y otras piezas de 
convicción al darles traslado de la causa para calificación provisional. 

o De igual modo, el art. 688 dispone que el Letrado de la Administración de Justicia velará 
por que las piezas de convicción se encuentren en la sede del Tribunal en el día señalado 
para el comienzo de las sesiones del juicio oral.  

 

LA CUENTA DE DEPÓSITOS Y CONSIGNACIONES 

 

• Pasando a ocuparnos de la cuenta de depósitos y consignaciones, el art. 459 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial dispone que el Letrado de la Administración de Justicia responderá del depósito 
en las instituciones establecidas para ello de las cantidades, valores, consignaciones y fianzas 
que se produzcan para lo que seguirá las instrucciones dictadas al efecto. 

• En este sentido, la materia viene regulada en el Real Decreto 467/2006, de 21 de abril a menos 
que se trate de depósitos realizados en sede electrónica para participar en subastas judiciales y 
notariales que se regulan en el Real Decreto 1011/2015, de 6 de noviembre.  

• En cuanto a la gestión de la cuenta, el art. 2 del Real Decreto 467/2006 dispone que el Ministerio 
de Justicia designará a la entidad de crédito que prestará el servicio de apertura y gestión de las 
Cuentas de Depósitos y Consignaciones Judiciales conforme al Texto Refundido de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas. 

o Por su parte, el art. 3 dispone que el Letrado de la Administración de Justicia será la única 
persona autorizada para disponer de los fondos existentes en la cuenta sin perjuicio de lo 
dispuesto en relación con las cuentas de las Secciones de Menores de las Fiscalías; las 
cuentas de las Fiscalías en el marco de sus diligencias de investigación, las cuentas de los 
Juzgados de Paz y las de los órganos de la jurisdicción militar. 

o Finalmente, el art. 8 dispone que el Letrado de la Administración de Justicia y demás 
personal de la oficina judicial informarán a quien deba realizar un ingreso de los requisitos 
necesarios para ello. 

 


